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INCREMENTO PENSIONAL/ Requisitos/ Prescripción de los incrementos pensionales se interrumpe por tres años con la presentación de la solicitud 
“La afirmación del actor consistente en que desde el momento en que contrajo nupcias con la señora Carvajal Sánchez, esto es desde hace más de 43 años, han convivido juntos, asumiendo él el sostenimiento económico de su esposa, encontró respaldo en las declaraciones de los señores Gladys Teresa Suárez Rangel y Juan Fernando Camilo Rangel, madre e hijo, éste último yerno del pensionado, quienes afirmaron conocerlos desde hace 12 años, dando cuenta de su convivencia continua e ininterrumpida desde que los conocen y de la condición de ama de casa de la esposa del señor Barreto Villalobos, carente de recursos e ingresos que le permitan asumir por su cuenta sus necesidades básicas, por lo que depende económicamente de su esposo.  .

En consecuencia, se tienen acreditados los requisitos exigidos para que el actor sea beneficiario del 14% por persona a cargo previsto en el artículo 21 de la Ley 100 de 1993.”
(…) si bien el demandante reclamó el 8 de agosto de 2006 el incremento por personas a cargo, es decir, dentro de los tres años siguientes al reconocimiento de la pensión de vejez que lo fue el 1º de septiembre de 2004, conforme se advierte a folio 8 del expediente, la demanda laboral sólo fue radicada el 6 de junio de 2014, como se evidencia en el acta de reparto que obra a folio 12 del cuaderno de primera instancia, esto es, 7 años 9 meses y 28 días después de haber agotado la reclamación administrativa.”
Cita: Corte Suprema de Justicia, Sala Laboral, providencia de 18 de septiembre de 2012 -rad. 42300-.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO.  
Hoy, quince de abril de dos mil dieciséis, siendo las tres de la tarde, la Sala de Decisión Laboral original del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el grado jurisdiccional de consulta contra de la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el 30 de enero de 2015, dentro del proceso iniciado por el señor JORGE HUMBERTO BARRETO VILLALOBOS contra la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-001-2014-00316-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Barreto Villalobos que la justicia laboral reconozca y pague a su favor, debidamente indexado, el incremento pensional del 14% por tener a su cónyuge a cargo Fabiola Carvajal Sánchez, a partir de la fecha en que adquirió el estatus de pensionado y hacía futuro, mientras subsistan las causas que le dieron origen, debiendo aplicar también dicho beneficio a las mesadas adicionales.  Reclama también intereses moratorios y costas procesales.

Fundamenta sus aspiraciones informando que mediante Resolución No 004722 de 2004 fue pensionado por vejez por el Instituto de Seguros Sociales, acto en el cual le fue reconocida la condición de beneficiario del régimen de transición; que contrajo matrimonio católico con la señora Fabiola Carvajal Sánchez, de quien no se ha separado y  depende económicamente de él, toda vez que no cuenta con recursos para proveerse sus necesidades básicas; que en virtud de lo anterior, en el año 2006, solicitó al Instituto de Seguros Sociales el reconocimiento y pago del incremento pensional por personas a cargo.

Al contestar la demanda –fls. 23 a 26- la Administradora Colombiana de Pensiones adujo en su defensa que los incrementos pensionales de que trata el artículo 21 del Acuerdo 049 de 1990, fueron derogados por expresa disposición de la Ley 100 de 1993, por lo que no hay lugar a conceder tales beneficios.  Indicó además, que en caso de considerar que son procedentes, corresponde a la parte actora demostrar la dependencia económica, exigida como requisito para ordenar su reconocimiento y pago. Se opuso a las pretensiones proponiendo las excepciones de mérito que denominó “No depende económicamente de la persona por la que se solicita el incremento pensional”, “Inexistencia del incremento pensional”, “Inexistencia de la obligación” y “Prescripción”.

Llegado el día del fallo, la funcionaria de primer grado reconoció el derecho al incremento pensional por personas a cargo, al advertir que la actora acreditó los requisitos objetivos y subjetivos para acceder a dicho beneficio, toda vez que la pensión de vejez le fue concedida en virtud al régimen de transición, situación que permite, según la jurisprudencia nacional, ahora acogida por esta Corporación y que comparte plenamente la falladora, considerar vigentes tales adendas, mientras que el presupuesto de la dependencia económica fue satisfecho con las declaraciones recibidas en el curso de la actuación.
La excepción de prescripción fue declarada probada parcialmente en relación con los incrementos causados tres años antes de la presentación de la demanda, que lo fue el 5 de junio de 2014, toda vez que la reclamación administrativa fue realizada el 8 de agosto de 2006, razón por la cual, el retroactivo del incremento pensional fue liquidado a partir del 5 de junio de 2011, arrojando un valor de $3.578.458 de retroactivo.                             
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:

¿Hay lugar a reconocer a favor del accionante el incremento pensional del 14% por persona a cargo?

Con el propósito de dar solución a los interrogantes en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:

1. INCREMENTOS PENSIONALES
Conforme lo establecido por el artículo 21 del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 de la misma calenda, para que surjan a la vida jurídica dichos incrementos adicionales por él o la cónyuge, es necesario que: i. la pensión de la cual se deriven surja de la aplicación del Acuerdo 049 de 1990 y, ii. Que el cónyuge no tenga pensión propia y dependa económicamente del pensionado.

Ahora bien, ha manifestado la Sala de Casación Laboral en sentencias de 27 de julio de 2005 radicación Nº 21.517, 5 de diciembre de 2007 radicación Nº 29.531 y agosto de 2010 radicación Nº 35.345, que el incremento pensional no fue derogado tácitamente con la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993 y aplica en la actualidad incluso para las personas que accedan al derecho pensional con base en el Acuerdo 049 de 1990, así sea bajo los postulados del régimen de transición.
2. PRESCRIPCIÓN DEL DERECHO A LOS INCREMENTOS

A diferencia del derecho pensional, los incrementos no gozan de imprescriptibilidad, en este sentido basta rememorar la sentencia de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia de 18 de septiembre de 2012  proferida en el proceso radicado con el número 42300, en la que reiterando lo dicho en sentencia de 12  de diciembre de 2007, rad. 27923 se dijo:

“En efecto, ha señalado la Corporación que la calidad del pensionado es permanente y vitalicia, y es en consecuencia imprescriptible la acción para impetrar su reconocimiento. Pero igualmente ha precisado la doctrina de esta Sala, que una es esa condición del individuo cuya titularidad del derecho pensional no fenece con el transcurrir del tiempo y, otra diferente, la constituyen los derechos derivados de ese status, tales como el pago de las mesadas pensionales o, en el caso en estudio, los incrementos reclamados, los que en criterio de la Corte sí prescriben en los términos del artículo 488 del Código Sustantivo del Trabajo y del 151 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social.”

Este criterio ha sido repetido en las sentencias SL9638-2014, radicado 57367 de 23 de julio de 2014 y  SL1585-2015, radicado 45197 del 18 de febrero de 2015.

En sede de tutela, la Sala de Casación Laboral, al pedírsele la aplicación de la tesis que en algunas sentencias T ha asumido la Corte Constitucional sobre el tema en estudio, negó el quiebre de una sentencia proferida en proceso ordinario en la que se declaraba la prescripción del derecho a gozar de los incrementos, dijo allí: 

“Analizados los argumentos precitados, considera esta Sala que la sentencia acusada es el resultado de una labor hermenéutica legítima de los operadores judiciales que la profirieron, en la medida que actuaron bajo criterios de razonabilidad, se soportaron en la situación fáctica planteada al interior del proceso, en las normas legales y jurisprudencia, aplicables al tema.
 
En ese orden, la labor del Tribunal, como juez natural del caso, no puede ser, per se, tachada de arbitraria o caprichosa, ni desconocida a través de la acción constitucional de tutela, pues se itera, debe ser asumida como un ejercicio plausible de interpretación y de aplicación normativa, máxime, si se tiene en cuenta que, como lo sostuvo esta misma Sala, en sentencia de tutela del 7 de noviembre de 2012, radicado 30742, la contabilización del término prescriptivo en asuntos como el que es objeto de análisis constitucional, ‘empieza desde el mismo momento en que se cumple con los requisitos de ley para obtener el reconocimiento de la pensión y, de otro lado, que en modo alguno se avizora que el aquí demandante en tutela haya solicitado, conjuntamente con el reconocimiento de su pensión por vejez, el incremento de la misma desde cuando adquirió dicho derecho’”.  -SLT-14870-2014-.
EL CASO CONCRETO

No se encuentra en discusión: i) Que el Instituto de Seguros Sociales, mediante la resolución Nº 004722 de 2004 –fl 6- le reconoció al señor José Humberto Barreto Villalobos la pensión de vejez por ser beneficiario del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y cumplir los requisitos establecidos en el Acuerdo 049 de 1990 y ii) Que la prestación económica fue reconocida en cuantía mensual equivalente al salario mínimo legal vigente a partir del 1º de septiembre de 2004.

Para el tema que nos atañe, se encuentra demostrado que el señor José Humberto Barreto Villalobos y la señora Fabiola Carvajal Sánchez contrajeron matrimonio católico el 23 de diciembre de 1972, pues de ello da fe el registro civil de matrimonio, visible a folio 10 del expediente.

La afirmación del actor consistente en que desde el momento en que contrajo nupcias con la señora Carvajal Sánchez, esto es  desde hace más de 43 años, han convivido juntos, asumiendo él el sostenimiento económico de su esposa, encontró respaldo en las declaraciones de los señores Gladys Teresa Suárez Rangel y Juan Fernando Camilo Rangel, madre e hijo, éste último yerno del pensionado, quienes afirmaron conocerlos desde hace 12 años, dando cuenta de su convivencia continua e ininterrumpida desde que los conocen y de la condición de ama de casa de la esposa del señor Barreto Villalobos, carente de  recursos e ingresos que le permitan asumir por su cuenta sus necesidades básicas, por lo que depende económicamente de su esposo.  
En consecuencia, se tienen acreditados los requisitos exigidos para que el actor sea beneficiario del 14% por persona a cargo previsto en el artículo 21 de la Ley 100 de 1993. 
No obstante, teniendo en cuenta que la Administradora Colombiana de Pensiones propuso la excepción de prescripción, no hay lugar a efectuar liquidación alguna, dado que como se expuso en las consideraciones, la Sala de Casación Laboral ha sido clara en diferenciar la naturaleza jurídica de las sumas adicionales con la propia pensión de vejez o invalidez, advirtiendo que los incrementos pensionales no hacen parte de la pensión de vejez, invalidez y sobrevivientes, y por lo tanto, el derecho como tal a gozar de éstos prescribe si no es reclamado dentro de los tres años siguientes al reconocimiento de la pensión respectiva.

Lo anterior es así, por cuanto, si bien el demandante reclamó el 8 de agosto de 2006 el incremento por personas a cargo, es decir, dentro de los tres años siguientes al reconocimiento de la pensión de vejez que lo fue el 1º de septiembre de 2004, conforme se advierte a folio 8 del expediente, la demanda laboral sólo fue radicada el 6 de junio de 2014, como se evidencia en el acta de reparto que obra a folio 12 del cuaderno de primera instancia, esto es, 7 años 9 meses y 28 días después de haber agotado la reclamación administrativa.
En el anterior orden de ideas, se modificará el ordinal primero de la sentencia consultada, para en su lugar declarar que el señor José Humberto Barreto Villalobos, tiene derecho  al reconocimiento de los incrementos pensionales por personas a cargo y posteriormente se dará prosperidad a la excepción de prescripción.  Los ordinales segundo, tercero y cuarto serán revocados
Costas en ambas instancias en un 100% a cargo del demandante.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO.- MODIFICAR el ordinal primero de la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el 30 de enero de 2015, el cual quedará así:  
“PRIMERO: DECLARAR  que al señor  José Humberto Barreto Villalobos tiene derecho al reconocimiento del incrementos pensional del 14% por esposa a cargo.

SEGUNDO.-  DECLARAR probada la excepción de prescripción.
TERCERO.- REVOCAR  los ordinales SEGUNDO, TERCERO y CUARTO de la sentencia consultada.
Costas en ambas instancias en un 100%  a cargo del demandante.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         ANA LUCÍA CAICEDO CALDERON
                                                                                                    Magistrada 

ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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Imprescriptibilidad del derecho al incremento pensional: Esta Magistrada acoge el precedente sentado por la Corte Constitucional y, en adelante, tendrá como imprescriptible el derecho a percibir el incremento pensional por persona a cargo, sin perjuicio de que dicho fenómeno extintivo afecte las mesadas pensionales causadas con antelación a los tres años que precedieron la reclamación que instó su reconocimiento. 
Incremento pensional: Por tanto, conforme lo establecido por el artículo 21 del Decreto 758 de 1990, para que surjan a la vida jurídica los incrementos adicionales por el o la cónyuge, es necesario que: i) la pensión de la cual se deriven surja de 
la aplicación del Decreto 758 de 1990; y, ii) que la o el cónyuge no tenga pensión propia y dependa económicamente del pensionado.

SALVAMENTO DE VOTO
Con mi acostumbrado respeto, manifiesto mi inconformidad frente a la sentencia mayoritaria, por cuanto considero que en el presente caso había lugar a reconocer el incremento pensional reclamado por las siguientes razones: 

1. De los incrementos pensionales

Esta Corporación, desde la sentencia del 21 de mayo de 2014, Radicado abreviado No. 2012-00673-01, M.P. Dr. Julio César Salazar Muñoz, decidió acoger la posición adoptada por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en sede de tutela -sentencias del 9 de octubre de 2013 y 23 de abril de 2014, Radicados No. 33938 y 36036, Magistrados ponentes doctores Luis Gabriel Miranda Buelvas y Clara Cecilia Dueñas Quevedo, respectivamente-, en relación con el reconocimiento de los incrementos pensionales por personas a cargo.

En ese orden de ideas, según lo dispuesto por dicho alto tribunal, los incrementos pensionales por cónyuge o compañero o compañera permanente e hijos menores a cargo, contemplados en el artículo 21 del Decreto 758 de 1990, no fueron derogados tácitamente con la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993 y se encuentran vigentes para las personas que accedan a la pensión con fundamento en el Decreto 758 de 1990, incluso en virtud del régimen de transición.

Por tanto, conforme lo establecido por el artículo 21 del Decreto 758 de 1990, para que surjan a la vida jurídica los incrementos adicionales por el o la cónyuge, es necesario que: i) la pensión de la cual se deriven surja de la aplicación del Decreto 758 de 1990; y, ii) que la o el cónyuge no tenga pensión propia y dependa económicamente del pensionado.

1.1 De la imprescriptibilidad del derecho al incremento pensional

Esta Sala venía sosteniendo de tiempo atrás que la persona pensionada bajo los parámetros del Acuerdo 049 de 1990 contaba con tres años a partir del reconocimiento de la pensión para solicitar el incremento pensional por persona a cargo, so pena de que su derecho a percibirlo prescribiera.

No obstante, la Corte Constitucional en la sentencia T-369 de 2015, al estudiar la prescriptibilidad del incremento pensional, realizó un recuento de las posturas que sobre el reconocimiento del mismo se han mantenido por la jurisprudencia nacional, encontrando necesario armonizar ambas posturas de acuerdo al principio de favorabilidad, rector en materia laboral. De esta manera, se pronunció el Alto Tribunal:

“La Corte Constitucional se ha pronunciado respecto del reconocimiento y pago del incremento a la pensión mínima del 14% por cónyuge o compañero (a) permanente a cargo, de dos maneras, una negando dicho reconocimiento al considerar que el incremento señalado no hace parte integrante de la pensión, por lo tanto no sigue la misma suerte de ella, siendo susceptible de prescripción cuando no se solicita dentro de los tres (3) años siguientes al reconocimiento de la pensión, posición que coincide con la interpretación que, de manera reiterada, ha realizado la Corte Suprema de Justicia; otra, que consideró que el incremento por persona a cargo es un elemento de la pensión, que sigue la suerte de las causas que le dieron origen, por lo tanto al ser la pensión imprescriptible, dicha prestación también lo es, siendo afectadas por ese fenómeno sólo las mesadas que no se reclamaron antes de los tres años previos al reconocimiento de dicho incremento.”

Como sustento de su decisión de apartarse de la interpretación sostenida por el órgano de cierre de la jurisdicción ordinaria, y así tener por imprescriptible el derecho al incremento pensional, afirmó:

“En suma, según esta última posición, los incrementos pensionales referidos constituyen una prerrogativa, aplicada a la pensión mínima legal, a la cual se accede cuando el cónyuge o compañero (a) permanente del beneficiario depende de este y no disfruta de pensión alguna. Adicionalmente, el derecho a tal incremento subsiste mientras perduren las causas que le dieron origen, con lo cual se entiende que el mismo puede ser reclamado en la medida en que persistan las condiciones que a él dieron lugar, por lo cual tal prerrogativa no se vería afectada por el fenómeno de la prescripción. 

Así, esta Sala considera que, existiendo dos posibles interpretaciones del artículo 22 del Acuerdo 049 de 1990, la que mejor realiza los derechos fundamentales del actor es aquella aplicada en la Sentencia T- 217 de 2013  y posteriormente reiterada en la Sentencia T-831 de 2014 , que resulta más favorable al peticionario, por cuanto en esas oportunidades la Corte consideró que el derecho en mención no se encuentra sometido a la regla de prescripción de las acreencias laborales de tres (3) años. 

En efecto, en ninguna de las normas citadas, que regulan el incremento bajo estudio, se establece que dicha regla deba ser aplicada al incremento en mención, pues al definirse la naturaleza del mismo, sólo se señala que el incremento del 14% sobre la mesada mínima por cónyuge a cargo subsiste mientras perduren las causas que le dieron origen. De tal forma, lo considerado en dichos fallos respecto de la imprescriptibilidad del derecho en comento se encuentra en consonancia con el principio de favorabilidad, razón por la cual concluir que tal derecho se encuentra afectado por el fenómeno de la prescripción, en perjuicio de los peticionarios, contraría dicho principio, e implica una violación directa de la Constitución.“

En ese orden de ideas, esta Magistrada acoge el precedente sentado por la Corte Constitucional y, en adelante, tendrá como imprescriptible el derecho a percibir el incremento pensional por persona a cargo, sin perjuicio de que dicho fenómeno extintivo afecte las mesadas pensionales causadas con antelación a los tres años que precedieron la reclamación que instó su reconocimiento. 

2. Caso concreto

No es necesario un discernimiento profundo para concluir que la determinación a la que arribó la Jueza de instancia fue acertada, pues basta remitirse a la Resolución No. 004722 de 2004, emanada del otrora I.S.S, para percibir que al señor José Humberto Villalobos le fue reconocida la pensión de vejez por cuantía de un salario mínimo, por ser beneficiario del régimen de transición, y bajo la égida del Acuerdo 049 de 1990 (fl. 6), normatividad que contempla en su artículo 21 literal b un incremento del 14% en la mesada pensional para aquellos beneficiarios que tienen a cargo a su cónyuge, compañero o compañera permanente. 

Para probar la convivencia de la pareja y la dependencia económica de la cónyuge, se presentaron a rendir testimonio la señora Gladis Teresa Suarez Rangel y su hijo, Juan Fernando Camero Suarez -yerno del demandante-, quienes coincidieron en manifestar que conocen a José Humberto Barreto Villalobos y a Fabiola Carvajal Sánchez desde hace 12 años atrás, en razón del vínculo matrimonial que une al señor Camero Suarez con una de las hijas de la pareja, por lo que les consta que la señora Carvajal Sánchez no recibe ningún tipo de ingreso, desempeñándose en las labores domésticas, dependiendo exclusivamente de la pensión que percibe el actor.

De los dichos de los testimonios es posible colegir que, en efecto, el señor José Humberto Barreto Villalobos ha convivido con la señora Fabiola Carvajal Sánchez desde que contrajeron matrimonio el 23 de diciembre de 1972 (fl. 10), a quien le suministra el sustento económico, por no contar con bienes a su nombre ni percibir ingresos propios.

En virtud de lo anterior, debió confirmarse la sentencia de primera instancia y concederse el incremento pensional reclamado a la parte demandante, por cumplir los requisitos del Acuerdo 049  para ese efecto.

En estos términos sustento mi salvamento de voto.

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
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